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Articulo de oficio se le reclama.—Considerando que la’ alcalde primero, Nicolás María Rivero.
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Hallándose vacante la plaza de se­
cretario del Ayuntamiento de este pue­
blo únicamente se ha presentado á so­
licitarla 1). Mateo Alorda y Mulet, em­
pleado cesante.

Lo que se hace público por medio 
'leí Boletín oficial de esta provincia pa- 
ralos efectos del art. 10. déla ley mu­
nicipal vigente. Muro 6 de setiembre de 
1869.—El Alcalde, Rafael Serra.
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honradez, probidad y posición desaho­
gada de las señoras que firmaron el 
recibo, comprueban evidentemente la 
validez de este, mayormente cuando no 
se puede dudar el que las firmas bas­
tante conocidas por lodo esle vecin­
dario, sean puestas de su puño pro­
pio.—Falla que debe condenar y con­
dena al demandado Juan Fio! á que 
dentro tercero dia pague al demandan­
te Antonio Juan, los espresados vein­
te y seis escudos cuatrocientas milési­
mas que esle le reclama, con todas 
costas Asi por esta su sentencia de­
finitivamente juzgando lo proveyó,man­
dó y firmo dicho señor juez y certifico. 
—Miguel Planas.— Nicolás Nicolau, 
secretario interino.

Y para que conste donde convenga 
libro la presente que sello y firmo en : los prados del común de vecinos del 
Felanilx á diez agosto de mil ocho- 1 pueblo, citando en apoyo de la compe­
cientos sesenta y nueve. - Luis Llodrá tencia déla Autoridad judicial la deci-

PRESIDENCIA DEL CONSEJO
DE MINISTROS.

DECRETO.

En el expediente y autos de compe­
tencia suscitado en el Gobernador de la 
provincia de Salamanca y el Juez de 
primera instancia de la capital, de los 
cuales resulta:

Que á nombre de don Manuel Jorge 
Vázquez, Cura párroco de Barbadillo, se 
presentó en aquel Juzgado un interdic­
to contra el Alcalde del mismo pueblo 
don José Domínguez por haberle turba­
do en la posesión en que estaba de man­
dar el caballo de que se servia para de­
sempeñar su ministerio en los anejos á

co
16-
■n-

I*- Luis Llodrá y Sastre secretario del 
luzgado de paz de la villa de Felá-

y Sastre, secretario.—V.° B.°—Miguel 
Planas. ’
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Certifico: que en el espediente ver- 
pl promovido por Antonio Juan y Ju- 
l*a contra Juan Fiol alias GararayB se 
^dictado la sentencia en rebeldía que 
•jla letra dice: «En la villa de Felanilx 
^la provincia de las Baleares á los 

dias del mes de agosto de mil
^hocinlos sesenta y nueve: D. Miguel 
•anas y Bordoy juez de paz suplente;

vista del juicio verbal que precede. 
‘'-Resultando que Antonio Juan; ci-

*'J pálmenle á Juan Fiol alias Gara- 
ayii á juicio verbal el cual no ha com­

Parecido ni menos ha alegado justa | 
^usa para no verificarlo.—Resultando 
jbe á instancia del demandante Juan se 
.Seguido esle juicio en rebeldia en 
,cnal reclama que el Fiol le pague

Núm. 363.

AYUNTAMIENTO POPULAR

sion de una cuestión de este género sus­
citada con idéntico motivo y resuelta por 
real decreto de 18 de enero de 1860:

Que sustanciado el interdicto sin au­
diencia del despojante, se acordó y llevó 
áefecto la restitución, apelando de ella el 
Alcalde;^- el gobernador de la provincia,

tracion, conservación y de las fincas de 
común aprovechamiento, arreglando el 
modo y término de su disfrute donde no 
estuviese establecido de antemano:

Visto el art. 57 de la misma ley, el 
cual previene que no pueden los Juzga­
dos y Tribunales admitirlos interdictos 
de retener y recobrar, y de obra nueva y ' 
vieja, interpuestos contra las providen­
cias administrativas de los Ayuntamien­
tos y Alcaldes dictadas dentros del círcu­
lo de sus atribuciones:

Visto el real decreto de 18 de enero de 
1860, por el cual se decide á favor de la 
Autoridad judicial la cuestión de compe­
tencia suscitada entre las mismas Auto­
ridades y sobre idéntica negocio que la 
presente:

Considerando:
1 .° Que se trata de la posesión del 

derecho que como vecino del pueblo pue­
da tener el Párroco á los aprovecha­
mientos comunes, sino de un derecho 
especial que parece tiene con indepen­
dencia de aquella cualidad:

2 .° Que las atribuciones de la Admi­
nistración no alcanzan en ningún caso á 
entender en los derechos particulares, 
aunque estos graven cosas de uso pu­
blico ó comunal:

3 .° Que aun tratándose déla conser-
vacion de aprovechanientos comunales á

DE MADRID.

De los parles remitidos en el dia de hoy 
por la intervención del mercado de granos 
y nota de precios de artículos de consu­
mo, resulta lo siguiente:

Precios de, los artículos al por ‘mayor y 
menor.

la
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|..nle y seis escudos cuatrocientas mi- 
Slnias que le adeuda, según recibo 

(*'b‘ ha presentado y queda unido á es­
' Espediente, suscrito por los testigos,

Bernardo Roselló, D. Julián Juan y 
la Bartolomé Marcó, y mas demanda 
^costas daños y perjuicios. —Consi- 
l'i’?^*0 flue el no haber comparecido 

contestar la demanda induce á
^iip1 i^Ue no lentlr^ ninguna escepcion 

Megar en contra de la deuda que

Carne de vaca, de 4 á i.400 eses, ar­
roba. y de 0.142 á 0.188 esc. liara.

Idem de carnero, de 0.142 á 0.188 es­
cudos libra. ,

Idem de ternera, de 0.400 á O.aOO es­
cudos libra.

Tocino añejo, de 8.300 á 8.400 escu­
dos arroba, y de 0.370 á 0,394 escudos 
libra.

Jamón, de 0.500 á 0.600 esc. libra.

Precio de granos en el mercado de hoy.

Sin operaciones.
Lo que se anuncia al público para su 

inteligencia.
Madrid 5 de setiembre de 1869.—El

á instancia del mismo alcade, requirió de ! que afecte el derecho en cuestión, no ca- 
inhibicion al Juzgado, apoyándose en los ' be en las funciones administrativas por
artículos 57 y núm. 8.° del 50 de la ley i
orgánica municipal de 21 de octubre de 
1868:

Que el Juez, oida la parle y el Minis­
terio público, se declaró competente 
después de traer á los autos los antece­
dentes del otro interdicto sobre igual 
cuestión y la decisión de la mecionada 
competencia promovida en aquel asunto, 
fundándose para su declaración en que 
la contienda estaba ejecutoriamente re­
suelta por el real decreto de 18 de enero 
de 1860; en que las disposiciones invo­
cadas por el gobernador no eran más que 
la reproducción de las que sirvieron de 
fundamento al citado decreto, y en que el 
Alcalde se había sometido á la Autori­
dad judicial en él hecho de la sentencia:

Que el gobernador, después de los in­
formes del Negociado y de la diputación 
provincial, conforme con el primero y se- 
parámlose de la segunda, insistió en su 
requerimiento, resultando el presente 
conflicto que ha seguido sus trasmites:

Visto el núm. 8.° del art. 50 de la ley

no ser ia usurpación reciente y fácil de 
comprobar; y existiendo por contrario 
una antigua posesión, procede el inter­
dicto sin perjuicio deque se discuta en 
el juicio ordinario correspondiente al de­
recho convertido;

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Autoridad judicial.

San Ildefonso veinte de agosto de mil 
ochocientos sesenta y nueve.—Francis­
co Serrano.—El Presidente del Consejo 
de Ministros, Juan Prim.

(Gacela del 26 de agosto.)

MINISTERIO DE HACIENDA.

ORDEN.

el
ilmo. Sr.: He dado cuenta áS. A. 
Regente del Reino del expediente

promovido por D. Juan Fernandez Pa­
vón, en concepto de administrador ju-orgánica municipal, según el cual son . . . . „

inmediatamente ejecutivos los acuerdos dicial de los bicnes-dotacion del pairo- 
de los Ayuntamientos sobre la adminis-l nato fundado en el hospital de la Mi-
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de lo ordenado por el juez protector de 
los patronatos legos de aquella provin­
cia la dicha comunidad reconoció el ca­
pital de censo de que viene haciéndose 
mérito á favor del patronato de la Doña 
Tomasina de Ochoa, al que venían satis­
faciéndose puntualmente sus réditos, de 
cuya escritura se tomó razón en el oficio 
de hipotecasen 28 del mismo mes y 
año:

Vista la solicitud que en el mes de 
octubre de 1862 presentó en la direc­
ción general de propiedades y Derechos 
del estado el antecitado D Juan Fer­
nandez Pavón, en la cual, refiriéndose á 
las escrituras antes reseñadas y á las 
gestiones practicadas en 1856 por su 
antecesor en la administración d i pa­
tronato, reclamó de nuevo se reconocie­
ra por el estado el pago del censo y se 
le abonaran 19.580 reales por réditos 
vencidos en los 29 años y dos tercios 
que se adeudaban á razón de 660 rea­
les en cada un año, con mas las pensio­
nes que vencieron con posterioridad al 
13 de junio de 1856 en que su antece­
sor hizo su reclamación:

Vistos los demas datos oficiales adu­
cidos al expediente, délos cuales resul­
ta que con afecto el estado se incautó 
de todas las fincas que constituían la hi­
poteca del censo deque se trata, como 
procedentes de la comunidad de reli­
giosos de San Jacinto de Sevilla, las 
cuales enajenó en 16 de diciembre de 
1837 libres de todo gravámen, ingre­
sando su producto integro en el tesoro-

Vista la liquidación practicada por la 
administración de Sevilla, en la cual fi­
guran como carga las pensiones deven­
gadas desde 1826 hasta 1866 inclusive, 
sumando su importe líquido, deduci­
das contribuciones, á favor del patrona­
to 23.919 rs 61 céntimos.

Vistas las reales órdenes de 6 de 
abril y 22 de mayo de 1861, 22 de fe­
brero de 1862, 11 de junio de 1863 y 
17deabrilde 1865, por lasquesere- 
pulan cargas de justicia las afectas á 
bienes incorporados al Estado, enaje­
nados por el mismo como libres con 
anterioridad á la lev de l.° de mayo 
de 1855:

Vista la ley de 29 de abril de 1855, 
y las de presupuestos de 1850 y 1859, 
y las reales órdenes de 30 de mayo y 
11 de abril de 1859, por las que se dis­
puso la revisión y reconocimiento de 
las cargas de justicia, la manera y for­
ma de llevarlas á efecto, los documen­
tos que parad caso habrían de presen­
tarlos partícipes, y que para su pago 
se reclame préviamenle de las Corles el 
crédito legislativo necesario al efecto:

Visto el decreto de 30 de junio últi­
mo, por el que se cometió á esa Direc­
ción general el conocimiento de los ex­
pedientes de la naturaleza dd de que 
se trata:

Considerando que los documentos de 
que queda hecha referencia justifican 
de una manera legal y concluyente que 
el censo deque se trata fuéadquirido á 
favor de la testamentaria Doña Toma­
sina de Ochoa á título esencialmente 
oneroso y con posterioridad adjudicado 
á la dotación del patronato fundado 
por uno de los albaceas fideicomisarios 
déla expresada señora:

Considerando que los réditos del

sericordia de Sevilla por D.' Tomasina 
de Ochoa, en solicitud de que se reco­
nozca y declare como carga de justicia 
á favor de dicho patronato el pago de 
la renta anual de 66 escudos por rédi­
tos del capital de un censo afecto á bie­
nes que fueron del clero regular.

En su consecuencia:
Vista una escritura otorgada en 26 

de abril 1675 ante el escribano de Se­
villa I). Diego Ramón Rivero, de laque 
resulta que Doña Beatriz Valladares y 
Sotomayor, viuda de D. Juan Antonio 
Rivero, dióá censo redimible al prior 
y religiosos del convento de San Jacin­
to de dicha ciudad, para incorporarlas á 
la nueva fábrica del mismo y de su igle­
sia que se estaba levantando, unas ca­
sas de su propiedad sitas en la calle 
del Duende del barrio de Triana, por 
el capital de 2.000 ducados y 100 de 
réditos anuales, con hipoteca de di­
chas fincas; y asimismo de 180 aranza- 
das de olivar en diferentes pedazos, 
un molino de aceite y una huerta perte- 
necientesála comunidad, para la cual 
había obtenido esta préviamenle la 
oportuna licencia que en la escritura se 
inserta, apareciendo por último que de 
dicha escritura se tomó razón en el ofi­
cio de hipotecas de Sevilla en 1de 
febrero de 1836:

Vista otra copia en forma de otra es­
critura otorgada en la mencionada ciu­
dad ante el escribano D. Tomás Agre- 
dano en 4 de febrero de 1869, de la 
que resulta que Doña Beatriz de Valla­
dares vendió á los albaceas fideicomi­
sarios de Doña Tomasina de Ochoa el 
capital de censo antes reseñado para 
que hicieran de él la aplicación que les 
pareciese conveniente, confesando ha­
ber recibido de dichos albaceas el ca­
pital de los 2 000 ducados:

Vista una certificación librada por 
el comisionado de ventas déla provin­
cia de Sevilla en 5 de mayo de 1868, 
intervenida por el fiscal, representante 
déla Hacienda, literal del ¡ oder para 
testar otorgado por Dona Tomasina de 
Ochoa en 31 de marzo de 1683 ante el 
escribano D. Pedro de las Rivas, de 
la memoria de igual fecha que le acom­
paña y de algunas de las cláusulas del 
testamento de dicha señora, otorgado 
por uno délos comisarios, de cuyos do­
cumentos resulta que ocurrido el falle­
cimiento déla Doña Tomasina de Ochoa 
en 27 de enero de 1684, el fideicomi­
sario D. Agustín de la Mata otorgó el 
testamento de dicha señora, fundando 
por una de sus cláusulas un patronato 
en el hospital de la Misericordia de Se­
villa para que desde 1.° de enero de 
1691 en adelante se dieran dos dotes 
de 200 ducados cada año para ayuda 
del estado que lomasen dos doncellas 
pobres, parientas mas cercanas de la 
Doña Tomasina, adjudicándose por do­
te principal del patronato 8.000 duca­
dos y la renta que le correspondiera, 
significándose ademas que en parle de 
dicho principal se adjudicaba el capital 
de censo de que se trata:

Vista oirá escritura otorgada por la 
comunidad de religiosos del extinguido 
convento de San Jacinto de la ciudad de 
Sevilla á 25 de febrero de 1829 ante el 
escribano D. Pedro Montes, por la que 
se hace constar que en cumplimiento 

censo importantes 66 escudos anuales 
fueron satisfechos constantemente has­
ta el año 1835 por el prior y religiosos 
del convento de San Jacinto del barrio 
de Triana en Sevilla á la administración 
del hospicio provincial, como patrona 
y administradora de los bienes del re­
ferido patronato:

Considerando que las fincas afectas 
al pago del censo fueron vendidas en 
1837 por el Estado en concepto de li­
bres de toda carga:

Considerando que con arreglo á lo 
determinado por las reales órdenes de 
6 de abril y 22 de mayo de 1861 y de­
mas antes apuntadas, los censos que 
gravitaban sobre fi cas que pertenecie­
ron al Estado, y por este se enajenaron 
en concepto de libres antes de la pu­
blicación de la ley de 1.° de mayo de 
1855, deben reconocerse como cargas 
de justicia:

Considerando que los bienes que 
conslituian la dotación del patronato 
fundado por la Doña Tomasina de 
Ochoa se han declarado de libre dispo­
sición, y adjudicados en tal concepto 
álos parientes de la fundadora en pro­
videncia que causó ejecutoria:

Considerando que el administrador 
judicial de aquel, D. Juan Fernandez 
Pavón, ha acreditado suficientemente su 
personalidad:

Considerando, por último, que la li­
quidación de los réditos vencidos y no 
satisfechos, si bien resulta conforme 
con el contexto de las solicitudes del 
administrador del patronato, no lo está 
con la certificación que se ha unido al 
expediente, por la cual se acreditaba 
que aquellos estaban satisfechos hasta 
el año de 1835;

S. A., de conformidad con lo que en 
su razón han informado la sección de 
Hacienda del consejo de Estado, la Di­
rección general del tesoro y la suprimi­
da asesoriade este ministerio, ha teni­
do á bien confirmar el acuerdo de la 
junta de revisión y de reconocimiento 
de cargas de justicia, por el que se re­
conoce como tal el pago de la renta 
anual de 66 escudos como réditos del 
capital de censo de que queda hecho 
mérito á favor del patronato fundado 
por la Doña Tomasina de Ochoa, del 
cual resulta ser administrador judicial 
el D. Juan Fernandez Pavón, con cuyo 
objeto se incluya dicha obligación en el 
capítulo y artículo correspondiente de 
la sección 4 a del presupuesto de obli­
gaciones generales del Estado; pero 
sin que pueda procederse á su pago 
corriente y al de lo que resulte adeudar­
se por rentas vencidas y no satisfechas 
hasta tanto que se reclame y obtenga 
de las Corles el crédito necesario al 
efecto, si bien respecto á los caidos de­
berá practicarse préviamenle nueva li­
quidación.

Al propio tiempo se ha servido dis­
poner S. A. se remita el expediente 
original á las Corles Constituyentes pa- 

' raque, si lo estiman procedente, se in­
cluya la carga en el presupuesto del año 
económico actual.

De orden de S. A. lo digo á V. I. 
para su conocimiento y efectos corres­
pondientes. Dios guarde á V. I. mu­
chos años: Madrid 13 de agosto de 

, 1869.—Ardanáz,—Sr. Director gene-

ral presidente de la junta de la Deuda hro 
pública.
1 , . IüO o

(Gaceta del día 5 de setiembre^ pjra 
_____  \folii

Hoa
MINISTERIO DE FOMENTO ^p*

- Vi
Minas. yen!

limo. Sr. Examinados los expedien­
tes relativos á la reorganización de 
la Sociedad minera titulada La {¿sperau. 
za, domiciliada en Santander, al desem­
peño de la gerencia de la misma v á la 
cesión de 20 acciones realizadas por 
el socio Don Antonio Martínez sin 
sujeción álos estatutos de la misma:

Y vista la escritura de 23 de julio 
de 1864, otorgada entre D. Manuel Pe- 
rez del Molino, D. Antonio Martínez 
Diez y Doña Amiba Villabaso Rogis, 
por la cual el primero cedió al segun­
do la mitad de sus derechos en las mi­
nas nombradas Superior y Cualqmeí- 
cosa en pago, según se expresó, de 
cierta deuda, y Martínez en recompen­
sa se impuso la obligación de antici­
par de su peculio particular la cantidad 
de 240.000 rs. para la explotación de 
las expresadas minas, con otros pactos 
y condiciones que en la misma secón- 
tienen; habiéndose reservado además 
en ella á Doña Amiba Vidabaso, en re­
compensa de la aportación que hacia 
de la quinta parle de la mina Alrem- 
mxento de la participación que le cor­
respondía en las minas registradas y 
concedidas á D. Manuel Perez del Mo­
lino, el 4 por 100 líquido de todas las 
utilidades que produjese la explotación 
de las referidas minas, sin que la in­
teresada tuviese derecho á intervenir 
en la administración interior de la So­
ciedad;

Vista la escritura de 3 de agosto del 
referido año 1864, celebrada entre los 
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mismos 1) Manuel Perez del Molino- á| 
Antonio Martínez, y Doña Amaba Vilh- ’ 
baso, estableciendo las bases de la1 
Sociedad especial minera titulada | 
Esperanza para la explotación de 12$ j 
minas anteriormente expresudas, y so­
bre la cual recayó la aprobación del

de1

ee
Gobernador de la provincia de acuer­
do con el Consejo provincial:

Visto el reglamento 1 ° de agosto de 
1864, en que se determina de por m*' 
lad la representación de Martincz y Pe' 
rez del Molino en dichas minas; y *jB 
las demás cuyos títulos obtengan en 1° 
sucesivo en el partido de Potes, recO' 
nociendose de nuevo en la DoñaAm3' 

n
8|

lia Villabaso el 4 por 100 de los pr°' 
duelos de las minas libre de todo ga8^’:

Vista la escritura llamada adiciono • 
otorgada en la propia fecha de lacón5 I 
titucion de la Sociedad, en la que 
rez del Molino y Martínez Diez recon 
cieron á Doña Amalia Villabaso el dM 
recho de intervenir en la gestión socioh 
derecho á que renunció la iulcre:;an0 
condicionalmenlc, esto es, mientras j j 
hubiese más socios que los dos exp 
sados y alternasen estos en la gerene ,

Visto el art, 4.° del citado reglan^ . - 
del.0 de agosto de 1864, segó" 
cual, miéntras no se determine oíro 
sa, tendrá la Sociedad un Adminis 
dor gerente un Contador Secretan • 
un Tesorero, para cuyos cargos <1

y
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da Jaron elegidos respectivamente de mú 

L acuerdo D. Antonio Marlinez Diez 
ara el primero y D. Manuel Perez del 

jolino para los dos segundos, debien- 
alternar cada dos años en el des- 

,D]peno respectivo de los mismos:
Visto el art. 12 del mismo regla-
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Djenlo disponiendo que cuando un so- 
(¡0 trate de enajenar sus acciones en 
lodo ó en parte deberá participarlo á 
¡aSociedad por si á ella ó á sus indi­
viduos conviniere la adquisición por 
el tanto:

Vista el acta déla junta celebrada el 
$ de noviembre de 1864, con asisten- 
tiaé intervención de la Doña Amalia 
Villabaso, en la cual D. Antonio Mar- 
linez manifestó su deseo de ceder la 
sexta parle de la participación que te­
nia en la Sociedad á D Agustín lucera, 
habiendo quedado autorizada la cesión 
v aceptado el nuevo socio por no ha­
berse hecho uso coleliva ni parcialmente 
del derecho de preferencia:

Vista el acia de la junta celebrada el 
H de junio de 1865, con asistencia 
también de Doña Amalia Villabaso, en 
cuya junta D. Antonio Martínez hizo 
nueva trasferencia en los propios térmi­
nos y por otra sexta parle de su parti­
cipación en el haber social á su her­
mano D Remigio Martínez, Irasferen- 
ciaquefué igualmente aceptada:

Vistas las acias de todas la juntas 
celebradas hasta el año de 1867 y par­
le de las de 1868, en que aparece 
asistiendo y tomando parle en las deli- 
beracioues sociales la Doña Amalia Vi- 
llabaso:

Vista la escritura de 18 julio de

Moiina hasta la terminación de aquel 
bienio:

Visto el recurso de este interesado al 
gobierno pidiendo la revocación de la 
resolución del gobernador, y la real 
orden de 18 de julio del mismo año de 
1868, que recayó en su virtud, des­
estimando la instancia de Perez del 
Molino, y mandando que la sociedad en 
¡unta general de socios y dentro del 
plazo de dos meses realizase la refor­
ma de su reglamento, poniéndolo en ar- 
monia con las disposiciones de la ley 
de 6 de julio de 1859, y continuando 
entre lamo la gerencia á cargo del An­
tonio Martínez:

Visto el certificado expedido por don 
José María Olazan y tara, notario pú - 
blico de los colegios de Burgos, con do - 
micilio en Santander, relativo & la co­
municación que don Antonio Martínez 
había pasado en concepto de gerente de 
la sociedad La Esperanza á don Manuel 
Perez del Molino con fecha 3 de marzo 
de 1868, manifestando que en la me­
moria que la gerencia presentó á la 
junta general en su última reunión ha­
bía propuesto con presencia del balan­
ce social la exacción de un dividendo 
pasivo de 4,000 reales por acción; y 
que si bien el Molino no habia volado 
este acuerdo, constaba que el accionis­
ta D. Remigio Martínez habia prestado

brada el 22 de enero de 1868; aseve­
ración que no está conforme con lo ex­
puesto por el alcalde corregidor, presi 
denle de dicha junta, en cuya memoria 
se consigna:

l.° Que D. Antonio Martínez ma­
nifestó su deseo de enajenar 20 accio­
nes al precio de 5,000 rs. cada una. 
para lo cual tenia pedidos que aceptaría 
si la sociedad ó alguno de sus indivi­

iD.' 1867, en que al agregar á la Sociedad 
enir lamina Mrevimxenlo dividieron aquella 
So- <>n 104 acciones, de las cuales pertene-

deron 50 á cada uno de losSres. Don
htlonio Martínez Diez y D. Manuel 

Jos Perez del Molino, y las cuatro reslautes 
*n0, ^boña Amalia Villabaso, libres estas 
ill-1" de toda carga, en reconocimiento de 
e los beneficios y derechos que ¡a in­

besada habia renunciado en favor de 
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Visto el expediente promovido en 
enero de 1868 por D. Manuel Perez del 
Colino sobre mejor derecho al desem- 
Peoo déla gerencia de la Sociedad, pre­
nsión á que se. adhirió Doña Amalia 
^labaso fundándose en haber trascur­
ro con exceso los dos años en que 
segun reglamento debía desempeñarla 
wlinez:

Vistos los escritos de este interesado 
poniéndose á dicha solicitud, apoya- 

0 en que Perez del Molino habia con- 
^tido durante 18 meses que Martínez 
l:Onlinuase desempeñando la gerencia, 
■ en carecer de posición para desem- 
Pharla en razón á haberse disminuido 

parlicipacion en un 25 por 100 á 
yrhid de ejecución dictada por el juez 
e Torrelavega.
Vistas las diligencias gubernativas 

pelicadas sobre este incidente, el in- 
. rnie del Consejo provincial favorable 

se cumpliera el art. 4 0 del re- 
pmenlo y se pusiera en posesión de 
i¡ gerencia á don Manuel Perez del Mo-

su conformidad, en cuya virtud se ro­
gaba al expresado Perez del Molino que 
hiciese efectivo el importe de lo cor­
respondiente á las acciones de su per­
tenencia, quedando sujeto en otro caso 
á las prescripciones de la ley de 6 de 
julio de 1859.

Visto el anuncio inserto en el Boletín 
oficial de la provincia de 25 de marzo 
de 1868, en que don Antonio Martí­
nez, á título de gerente de la sociedad 
La Esperanza, requiere al citado don 
Manuel Perez del Molino al pago den­
tro del término de 15 dias del dividen­
do acordado.

Vísta la queja producida por Pérez 
del Molino al gobernador sobre la im­
procedencia de ese auunció, y la de­
claración que con tal motivo hizo pil­

dnos no las tomaban.
Y 2.° Que el juzgado de - Tórrela- 

vega debía proceder en virtud de sen­
tencia á la venia de un gran número de 
acciones de las pertenecientes á Perez 
del Molino, cuya alegación no resulta 
justificada por Martínez:

Visto el incidente sobre reconstitu­
ción de la sociedad especial minora La 
Esperanza:

Vistos los demas escritos de las par­
les, las acias de las ¡untas celebradas, 
las resoluciones del gobernador y el 
recurso úllimamonle promovido por el 
citado Perez del Molino y por Doña 
Amalia Villabaso:

Vista la ley de sociedades mineras 
de 6 de julio de 1859, y especialmente 
sus artículos I o, 7.°, 8.°, 11 y 22, 
que establecen que para las investiga­
ciones mineras puedan formarse socie­
dades con arreglo á lo prescrito en el 
colegio de comercio que la constitu­
ción de las sociedades especiales mi ■ 
ñeras se verifique siempre por medio 
de escritura pública aprobada por el 
gobernador de la provincia que estas 
sociedades tengan su reglamento im­
preso, donde so consignen las estipu­
laciones concernientes á su adminis - 
tracion y buen régimen, siendo efecti­
vos y responsables los cargos de la 
administración, la cual estará sometida 
á la inspección del gobernador de la 
provincia y de la autoridad que de­
legue:

Vistos los artículos 13 y 17 déla 
ley de sociedades anónimas de 28 de 
enero de 1848, que previenen quelos 
gerentes ó directores de cada Compa-

las escrituras sociales, estatutos y re­
glamentos, todo sin perjuicio de la ac­
ción y competencia de los Tribuna­
les para deslindar los derechos parti­
culares de los socios entre sí ó con re­
lación á terceras personas, y para im­
poner en su caso la penalidad corres­
pondiente con arreglo al Código:

Considerando que desde las recla­
maciones deducidas en enero de 1868 
por Perez del Molino y doña Amalia 
Villabaso debió cesar D. Antonio Mar­
tínez en la gerencia de la Sociedad, 
cumpliendo lo establecido en el regla­
mento, sin que la aquiescencia ó con­
sentimiento anterior de Perez del Mo­
lino pudieren autorizar de modo algu­
no la prolongación de dichas funciones:

Considerando que al disponerla real 
orden de 18 de julio de 1868 que don 
Antonio Martínez Diez continuase con 
la gerencia, fue mientras se reunía la 
junta general, que según la misma real 
orden debía tener efecto en el termino 
de dos meses, y se realizaba la refor­
ma de su reglamento en armonía con 
las prescripciones de la ley.

Considerando que aun prorogado asi 
el bienio por el cual desestimó el go­
bernador la pretensión de Perez del 
Molino en su decreto de ¡3 de junio de 
1868, resulta cumplida esa próroga, y 
de consiguiente en disposición y en el 
deber hoy el gobierno de hacer cum­
plir los estatutos legalmente aprobados 
para la sociedad La Esperanza, confi­
riendo la gerencia á quien legítimamen­
te corresponde con arreglo al reglamen­
to, que es al D. Manuel Perez del Mo­
lino:

Considerando que resistida la ges­
tión de Martínez por los que represen­
taban la mayor parle del interés social, 

, carecía de facultades para comprome­
ter ese mismo interés en contratos ú 
operaciones de cualquiera clase, los 

L cuales solo pueden afectar en su caso 
i á la personalidad é interés particular 
¡ del referido D. Antonio Martínez en la

ñía tengan en depósito mientras ejer­
cen su cargo un número fijo de accio­
nes; y que el Gobierno, sin gravar los 

causa de lo ocurrido una sorpresa del I fondos ni entorpecer las operaciones 
D. Antonio Martínez, refiriéndose á un i de las Compañías, ejerza la inspección 
acuerdo de la junta general de accio- i que conceptúe necesaria para afianzar 
nislas, que no existía según el libro de ¡ la observancia estricta y constante de

blica dicha autoridad de haber sido

actas exhibido: la lev:

. y la resolución del gobernador 
12 de junio de 1868, en disidencia 

rln el Consejo provincial, desesliman- 
*a pretensión del citado Pcrez de

Vislos los escritos presentados por 
D. José Luis Relorlillo, D. Angel Ma­
ría Dacarrete, D. Hermenegildo Ceba- 
llos y D. Remigio Martínez, que se di­
cen accionistas de la sociedad La Es­
peranza; oponiéndose á la pretensión : 
del). Manuel Perez del Molino, relativa 
á la gerencia de dicha Sociedad, y la 
denegación del gobernador á esta soli­
citud, fundada en carecer los exponen- 
Ies del carácter de socios.

Vista la escritura presentada por don 
Antonio Martínez, su fecha 10 de ma­
yo de 1865, de la que aparece que su 
hermano I). Remigio Martínez es ac­
cionista de la sociedad La Esperanza 
por una sexta parle que le cedió el pri­
mero de las 50 acciones que le perte­
necen, cesión que fué reconocida por 
la sociedad:

Visto el reglamento de 17 de febre­
ro del mismo año, y principalmente 
los artículos 2.°, 27 y 30, que estable­
cen la igualdad de las acciones, la 
amovilidad de los gerentes y la vigi 
lancia administrativa en cuanto al régi­
men de la sociedad y cumplimiento de 
los estatuios:

Vistos los artículos 3.° y 4.°, que 
disponen quelos objetos aportados por 
un socio á la sociedad se convertirán 
en acciones á favor del que hubiere 
hecho la cesión:

Y considerado (pie autorizado el es­
tablecimiento de la Sociedad La Espe-

Vista la memoria que se dice leida

ranza con arreglo á la legislación ci­
tada, y siendo según esta de la exclu­
siva competencia de la Administración 
prevenir los abusos de todo género 
que puedan cometerse en el régimen y 
gobierno de las Compañías de esta cia­

en la junta general de accionistas cele-! se, debe procurar el cumplimiento de

empresa:
Considerando que, cualquiera que 

sea el número de acciones en que ha 
debido convertirse la aportación de Do­
ña Amalia Villabaso, es incontestable 
su derecho á intervenir en las juntas en 
representación de un interés legítimo y 
reconocido en ellas desde el dia en que 
ha habido mas socios que los fundado­
res Martínez y Perez del Molino:

Considerando que acumulada esta 
participación á la de cualquiera de los 
otros dos socios fundadores, represen­
ta la mayor parle del interés social, 
por cuya razón son validas en estricto 
derecho cuantas deliberaciones tengan 
á su favor el voto de D. Manuel Perez 
del Molino y el de Doña Amalia Villa- 
baso: ,

Considerando que si bien la repre­
sentación de esta ultima interesada no 
se halla estrictamente ajustada á la le- 
giJacion del ramo, semejante defecto 
deforma puede y debe subsanarse es­
tableciendo que sus acciones sean de 
la misma condición que las pertene­
cientes á los demas socios:

Considerando que mientras D. An­
tonio Martínez no hubiese cumplido su 
principal obligación que era la de ren­
dir cuentas obteniendo la aprobación
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no, comunicándose esta resolución por 
el gobernador de Santander á los al­
caldes de los pueblos respectivos pa­
ra que tenga el debido cumplimiento, 
y se preste á Perez del Molino el apo­
yo que reclame.

2 .u Que por el citado Gobernador 
se convoque dentro del plazo de 60 dias 
contados desde la publicación de es­
ta orden en la Gaceta de Madrid, una 
junta, general presidida por el mismo 
gobernador ó un delegado de su auto­
ridad, á la que únicamente deberán ser 
citados como accionistas D. Antonio 
Martinez, 1). Manuel Perez de Molino, 
D.‘ Amalia Vill ibaso, D. Agustín Yuce- 
ra, y D. Remigio 'uarlinez.

3 .° Que la referida junta acuerde 
por mayoría de las 104 acciones que 
tienen representación el nombramiento 
de una persona que se haga cargo de 
las pertenencias sociales para su con­
servación mientras se procede por los 
socios de acuerdo, bien á la reconsti­
tución de la sociedad, bien á su liqui­
dación.

4 .° Que se reserve á las terceras 
personas con quienes haya podido con­
tratar D. Antonio Martinez, como ge­
rente de la sociedad en lo que loca á 
la venta de minerales, su derecho pa­
ra reclamar los daños y perjuicios que 
se les hayan ocasionado ú ocasionen 
por el exceso de facultades con que 
aquel haya procedido, sin perjuicio de 
la responsabilidad á que en primer lu­
gar está sujeta su participación en ga­
rantía de la masa social.

5 .° Que se reserve igualmente á 
los interesados en la trasferencia de 
las 20 acciones el derecho de que se 
crean asistidos para que lo ejerciten 
ante los tribunales de justicia contra 
D. Antonio Martinez.

Y 6.° Que se publique esta orden 
en el Boletín oficial de la provincia á 
fin de que llegue á conocimiento del 
público.

Lo digo á V. I. de orden de S. A. 
para su inteligencia y cumplimiento. 
Dios guarde á V. I. muchos años. Ma­
drid í 0 de agosto de 1869.—Echega- 
ray.—Señor Director general de Obras 
públicas, Agricultura, Industria y Co­
mercio.

(Gaceta del 6 de agosto.

MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA.

DECRETOS.

Como regente del reino,
Vengo en promover, de acuerdo con 

el consejo de ministros á la plaza de 
fiscal del tribunal supremo de justicia, 
vacante por jubilación de D. Antonio 
Corzo á D Fernando Perez de Rozas, 
fiscal cebante de la Audiencia de Ma- 
diid desde 1856.

San Ildefonso veintitrés de julio de 
mil ochocientos sesenta y nueve.— 
Francisco Serrano.—El ministro de 
Gracia y Justicia, Manuel RuizZorrilla.

Méritos y servicios de b. Fernando Pe­
rez de /lozas, nombrado por decreto 
de esta fecha fiscnl del tribunal su­
premo de Justicia.

En 13 de noviembre de 1834 fué

4
de la junta general, no podía trasferir 
válidamente sus acciones sin que la 
misma junta hubiese determinado, á fal­
ta de expresión de los estatutos, qué 
número de esas acciones debían res­
ponder de la gestión administrativa que 
Martínez tenia á su cargo:

Considerando que el mencionado Mar­
tínez carecía de facultades para exigir 
á los accionistas dividendos que solo 
pueden autorizarse acuerdo de por la ju­
nta general, con arreglo al arl. 21 de la 
ley de sociedades mineras; sobre todo si 
se tiene en cuenta que, según la escritura 
de 23 de julio de 1864, sólo en el ca­
so de que no bastasen los 12.000 du­
ros que el citado Martinez se compro­
metió á anticipar para la explotación po­
día apelarse al fondo social contribu­
yendo de por mitad los dos socios fun­
dadores:

Considerando que al anunciar don 
Antonio Martinez en el Boletín oficial 
que don Manuel Perez del Molino es­
taba obligado á satisfacer ciertos divi­
dendos según acuerdo déla junta ge­
neral, incurrió en inexactitud, porque 
semejante acuerdo no constaba en las 
actas:

Considerando que no pudiendo don 
Antonio Martínez trasferir validamente 
sus acciones sin que la junta general 
hubiera acordado las que tenia que de­
positar en garantía de su gestión ad­
ministrativa y negándose como se nie­
ga que leyese en junta general la me­
moria en que hablaba déla nueva ce­
sión ó trasferencia de acciones á fin de 
que la sociedad ó individualmente los 
socios pudieran optar á ellas por el 
tanto como se hallaba establecido, no 
puede hoy la administración reconocer 
el carácter de socios á los menciona­
dos Retortillo, Vicario Sierra, Ceballos 
y Larraz, sin que por esto se perjudi­
quen los derechos que les competan 
contra el citado Martínez ante los tri­
bunales ordinarios:

Considerando que por esta circuns­
tancia no pueden autorizarse legalmen­
te las operaciones y diligencias prac­
ticadas sobre reconstitución de la So­
ciedad con intervención de estos inte­
resados contra la voluntad expresa de 
don Manuel Perez del Molino y doña 
Amalia Villabaso, y con infracción del 
art. 12 del reglamento:

Y considerando, por último, que las 
irregularidades y desordenada marcha 
de estos complicados expedientes im­
ponen al Gobierno el deber de dictar 
en uso de las facultades que por la le­
gislación vigente ya citada le corres­
ponden, las medidas que sean condu­
centes á evitar toda defraudación de 
los intereses sociales y de los particu­
lares de Perez del Molino y doña Ama­
la Villabaso, haciendo cumplirlos es­
tatutos aprobados para la Sociedad mi 
ñera La Esperanza en todo lo que se 
relacione con su régimen administra­
tivo;

S. A. el Regente del Reino, de acuer­
do con los informes emitidos por el con­
sejo de i stadoen sección de Goberna­
ción y Fomento, y por esa dirección, 
se ha servido disponer lo siguiente:

1 ” Que sé encargue inmediatamen­
te déla gerencia de la sociedad La Es­
peranza á don Manuel Perez del Moli­

nombrado oficial auxiliar del ministe­
rio de Gracia y Justicia.

En 1/de febrero de 1836, Fiscal de 
la Audiencia de Puerto-Rico.

En 28 de noviembre de 1840, Ofi­
cial de la clase de primeros del minis 
ferio de Gracia y Justicia

En 18 de noviembre de 1843, Fis­
cal de la Audiencia de Madrid.

En 2 de febrero de 1844, cesante.
En 5 de enero de 1848, vocal de la 

Junta superior directiva de Archivos.
En 18 de agosto de 1854, Fiscal 

de la Audiencia de Madrid
En 21 de noviembre de 1850, ce­

sante.

Como Regente del Reino,
Vengo en promover, de acuerdo con 

el Consejo de ministroá la plaza de 
Presidente de Sala de la Audiencia de 
Barcelona, vacante por cesación de don 
Pablo Marroquin, á don Patricio Gon­
zález, magistrado de la de Zaragoza.

San Ildefonso veintitrés de julio de 
mil ochocientos sesenta y nueve.— 
Francisco Serrano.—El ministro de Gra­
cia y Justicia, Manuel Ruiz Zorrilla.

Méritos y servicios de don Patricio Gon­
zález, promovido por decreto de esta 
fecha d una plaza de Presidente de 
Sala de la Xudiencia de Barcelona.

Abogado desde 1843.
En 19 de febrero de 1849, juez en 

comisión del Búrgo de Osma.
I n 22 de junio del mismo año, juez 

en propiedad del mismo partido.
En 26 de julio de 1851, se le tras­

ladó al de Getafe.
En 23 de junio de 1854, Promotor 

del distrito del Norte en las afueras de 
Madrid.

En 18 de noviembre del mismo año, 
trasladado á la del distrito de la Uni­
versidad.

En 12 de setiembre de 1855. juez 
de Orgaz.

En 31 de diciembre del propio año, 
vicesecretario del Tribunal correccio­
nal de Madrid.

En 6 de setiembre de 1858. por 
permuta, fué nombrado juez del dis­
trito de Serranos de Valencia.

En 13 de enero de 1860, fué tras­
ladado al del distrito de las Afueras de 
Madrid.

En 7 de diciembre de 1860, trasla­
dado al distrito de las Vistillas.

En 3 de agosto de 1860, Magistra­
do de la Audiencia de Búrgos.

En 16 de setiembre del mismo año 
fué trasladado á la de Zaragoza.

Como Regente del Reino.
Vengo en nombrar, de acuerdo con 

el Consejo de Ministros para la plaza 
de magistrado de la Audiencia de Za­
ragoza, vacante por promoción de don 
Patricio González, á don Bernardo Gon­
zález Mañero, juez de término cesante 
desde 1856. '

San Ildefonso veintitrés de julio de 
mil ochocientos sesenta y nueve.— 
Francisco Serrano. — El ministro de 
Gracia y Justicia, Manuel Ruiz Zor­
rilla.

Méritos y servicios de don Bernardo Con- 
zalez Mañero, nombrado por decreto 
de esta fecha para Magistrado de lü 
Audiencia de Zaragoza,

Abogado desde el 14 de junio de 
1837.

En 5 de enero de 1839 fué nom- 
irado Asesor del cuerpo de Artillería, 
desempeñando, aunque interinamente, 
desde marzo á noviembre del mismo 
año la Auditoria de Guerra de las cua- 
ro provincias del distrito.

En 20 de enero de 1841, juez de 
primera instancia de Alcira.

En 5 de agosto de 1843 fué promo­
vido al de León.

En 3 de febrero de 1844, cesante.
En 11 de agosto de 1855 se le 

nombra juez de Valladolid.
En 14 de noviembre de 1856 se le 

declaró cesante.
Fué subteniente de la milicia nació 

nal, y de los primeros que se ofrecie­
ron á salir en persecución de los fac­
ciosos.

Gaceta del 2o de julio.

ULTIMA HORA.
GOBIERNO DE LA PROVINCIA

DE LAS BALEARES.

Orden público.—El Exorno, señor Mi­
nistro de la Gobernación en despacho 
telegráfico espedido ayer á la 1-40’m. 
me dice lo que sigue:

«Habiendo sido trasladado por dispo­
sición del Alcalde constitucional á la 
plaza mayor la guardia que hasta ahora 
habían dado los voluntarios de la liber­
tad, en el Ministerio de la Gobernación 
anoche á las once varios individuos peí'; 
tenecientes á algunos batallones de di­
cha fuerza ocuparon de su propia volun­
tad el edificio empeñándose en continuar 
dando en él la guardia suprimida.

Escitados por algunos agentes de b 
reacción pronto se presentaron en * 
man hostil logrando que otros indivi­
duos de la misma fuerza y algunos paisa­
nos se les unieran.

Acordada por el Alcalde la reunión de 
los batallones de voluntarios esta ha tP' 
nido lugar con el mayor orden presen­
tándose las fuerzas ciudadanas animadas 
del mejor espíritu en favor del orden ) 
dando generales vivas al gobierno.

A su sola vista los que se habían en­
señoreado del edificio le han abandona­
do, sin que haya sido necesario hacei 
uso de la fuerza.

Las tropas de la guarnición produen 
por este hecho ha desaparecido conip|p' 
tamente sin que se haya apercibí^1 
de ella la mayor parte del vecindario» 
siendo á estas horas completa la tm' 
quilidad pública. v,0

La mayor parle de los que han s^1 
reducidos á prisión, están indoenm'1 
tados. p|

Lo que he dispuesto se inserle en 
Boletín oficial y periódicos de esta cap 
tal, para conocimiento de los habitim 
de esta provincia. Palma 9 setiembi 
1869.—Pri mi ti vo Ser i ña.

PALMA
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